
Derechos Económicos, Sociales y Culturales

Derecho a la vivienda

La ley protegerá al matrimonio,

favorecerá la orga(lización del

patrimonio inembargable y

proveerá lo conducente a facilitar a

cada familia la adquisición de una
vivienda cómoda.

Artículo 73 de la Constitución

de la República de Venezuela

El Instituto Nacional de la Vivienda (Ina­
vi) reconoce que tiene por objeto
"...dar cumplimiento al precepto cons­

titucional que garantiza a las familias vene­
zolanas el derecho a la vivienda"¡. Pese al
reconocimiento oficial de la vivienda como

derecho humano, las políticas oficiales siguen
contribuyendo de manera poco significativa a
superar el déficit habitacional. Las cifras so­
bre vivienda se manejan a conveniencia, no
existen estudios detallados sobre la proble­
mática de la tenencia y titularidad de las tier­
ras destinadas a viviendas, no se estimula la

investigación sobre tecnologías apropiadas
que abaratarían los costos de la construcción
y las constantes reformas a la Ley de Política
Habitacional (LPH) hacen cada vez más
difícil el acceso a una vivienda adecuada por
parte de las familias de menores ingresos.

Como consecuencia de lo anterior, un alto

porcentaje de venezolanos enfrenta incer­
tidumbre en cuanto a la tenencia de las

viviendas que habitan, ya sea bajo régimen de
inquilinato o con créditos hipotecarios, y la
escasez de viviendas sigue produciendo un
ciclo interminable de ocupaciones ilegales,
desalojos violentos y, más recientemente,
criminalización de poblaciones damnificadas.

Tendencias del déficit habitacional

Según proyecciones del Consejo Nacional
de la Vivienda (Conavi), los requerimientos
habitacionales para el quinquenio 1994 - 1998
se estiman en un total de2.606.352 unidades,

de las cuales 768.486 corresponden a nuevas
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soluciones, 487.073 se requieren para satis­
facer el incremento poblacional, 185.450
estarían destinadas a cubrir las necesidades de

reposición de viviendas deterioradas y
1.165.343 abarcan obras de mejoramiento y
dotación de servicios a viviendas precarias.2
Estas proyecciones indican que cerca de dos
tercios de los habitantes del país no cuentan
con una vivienda adecuada o carecen de ella

totalmente. De las personas afectadas por
esta situación, el 48% se ubica en asen­
tamientos urbanos no controlados (barrios),
el 39% en otras zonas urbanas y el 13% en
el área rural.

Cada afto se constituyen en el país unas 80
mil nuevas parejas (ubicadas bajo el rubro de
incremento poblacional), las cuales suponen
un crecimiento vegetativo que se distribuye
de la siguiente forma: 60% en el Nivel de
Asistencia 1;35% en el Nivel de Asistencia II;
y 5% en el Nivel de Asistencia III y otros.
Según Jacobo Rubinstein, presidente de la
Fundación de la Vivienda Popular, el actual
déficit " ... requeriría una inversión anual para
vivienda con su infraestructura correspondi­
ente (...) de cien mil millones de bolívares

anuales que habría que aportar solamente
para el crecimiento vegetativo, salgan de
donde salgan, del ahorro habitacional, del

Estado o de otros recursos que el sistema
financiero decida aplicar a la vivienda. Pero
resulta que si sumamos lo que hoy día tenemos
en estos recursos, que son apenas J 3 mil mil­
lones que el Estado dio para la Ley de Política
habitacional en el Nivel L más J 8mil millones

que se están captando por el ahorro habi­
tacional, no llegamos ni al 30% ".3

Por su parte, la Fundación Centro de Es­
tudios sobre Crecimiento y Desarrollo de la
Población Venezolana (Fundacredesa) ob­
serva que, en efecto, las condiciones habi­
tacionales no han revertido su tendencia defi­

citaria, pues entre 1989 y 1995 "se evidencia
la disminución del déficit estructural, pero
con aumento del déficit funcional en los es­
tratos llly lV".4 En cuanto al estrato más bajo
de la población (estrato V), Fundacredesa
afirma que "... el déficit estructural se man­
tiene más o menos constante, mientras que el

déficit funcional aumenta; para este sector de
la población no se evidencian efectos posi­
tivos en materia de políticas sociales en el área
de vivienda".5

A mediados de julio de 1996, el Presidente
del Inavi, señaló que a un ritmo de construc­
ción y dotación de servicios de 140 mil vivi­
endas por afto, en quince aftos estaría resuelto
el déficit habitaciona1.6 No obstante, la meta

de construcción del Conavi para 1995 era de
95 mil unidades y de 115 mil para 1996,7 por
lo que resulta evidente que el déficit se sigue
acumulando, aún partiendo de las ambiciosas
e incumplidas metas fijadas por el Conavi. De
hecho, el ritmo de construcción y dotación ha
estado por debajo de dichas metas, que apenas
se han cumplido en un 23%, de acuerdo con
estimaciones del Presidente de la Cámara In­

mobiliaria de Venezuela, quien afirmó
además que las edificaciones construidas con
el ahorro habitacional "no alcanzan a paliar,

2 CONSEJO NACIONAL DE LA VIVIENDA: Requerimientos habitacionales, quinquenio 1994 - 1998.
Mimeo. Caracas, 1996.

3 RUBINSTEIN, Jacobo: Intervención en la segunda jornada técnica sobre Ley de Política Habitaciona/,
en Asociación para la Investigación en Vivienda Leopoldo Martínez Olavarría (ALEMO). pág. 17.

4 FUNDACREDESA: Indicadore. de condiciones de vida. Años 1994 - 1995. Resumen nacional. Ministerio
de la Secretaría deja Presidencia de la República. Caracas, 1996. pág. 90. El déficit estructural
corresponde a las viviendas tipo rancho y a las que, aún construidas adecuadamente, presentan
hacinamiento. El déficit funcional comprende a familias qne comparten sn vivienda con otros grupos
familiares o que arriendan un espacio en una vivienda principal.

5 Idem

6 Ultimas Noticias, 16.07.96, pág. 11.
7 El Nacional,12.12.95, pág. E-2.
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Fuente: Memoria y Cuenta del Ministerio de De­

sarrollo Urbano. Cifras expresadas en millones de
bolívares.

las soluciones habitacionales reportadas
como logro del Inavi en 1995 no constituyen
un techo, sino tan solo un piso. 13

Las posibilidades futuras de remontar este
déficit parecen poco probables, si se observan
las asignaciones presupuestarias destinadas a
los agentes oficiales responsables en la mate­
ria, tal como se refleja en el siguiente cuadro:

Además de una sensible disminución de

los recursos asignados para el mejoramiento
de viviendas y servicios en zonas barriales, las
proyecciones para 1996 parecen ignorar el
impacto que tendría el alza de los materiales
de construcción y las proyecciones oficiales
de inflación para 1996, con lo cual los incre­
mentos -de por sí poco significativos- se re­
ducirán por las razones ya apuntadas.

Las carencias siempre crecientes en mate­
ria de vivienda, no se relacionan solo con el

problema de los recursos; existe también una
fuerte limitante en el campo de la planifica-

ni siquiera, el déficit que se acumula con
motivo del crecimiento vegetativo de la
población;"S según la misma Cámara, de las
95 mil unidades proyectadas para 1995, solo
se concluyeron 40 mi1.9

Llama la atención el hecho de que entre
los mismos representantes oficiales hay dis­
crepancias en tomo al tiempo necesario para
cubrir el déficit habitacional. Pese a que en
julio el Presidente del Inavi estimaba que se
requerían unos 15 años, el mismo funcionario
declaró dos meses más tarde que el déficit
sería superado en una década, 10 mientras que
el Conavi maneja proyecciones según las
cuales "atender la magnitud de los re­
querimientos habitacionales actuales exige el
establecimiento de una estrategia que permita
superar, en un lapso entre ]5 Y 20 años, las
necesidades habitacionales acumuladas ".11

Por otra parte, las cifras siguen siendo
manejadas con criterios parciales. Es así que
en su mensaje al Congreso de la República,
con motivo de la presentación de la Memoria
y Cuenta del Ministerio de Desarrollo Ur­
bano (Mindur), el titular del despacho anun­
ció con satisfacción que el Inavi ejecutó
30.096 soluciones habitacionales en 1995,

pero en la misma Memoria se observa que
12.287 de estas soluciones corresponden al
programa de desfase de 1994, al tiempo que
entre el total de dichas soluciones se incluyen
19.066 parcelas con servicios básicos y algu­
nas de ellas con "unidad básica" que corre­
sponden al concepto de vivienda pro-

. 12 1 l"fi dgreslVa, o cua slgm lca que gran parte e

8 El Universal, 04.02.96, pág. 2-27.
9 Economia Hoy, 16.03.96
10 El Universal, 29.09.96, pág. 2-14; El Carabobeño, 30,09.96, pág. C-5.
11 CONSEJO NACIONAL DE LA VIVIENDA: Plan quinquena/ de Vivienda 1994 - 1998. Situación

hahltacion~l y lineamiento~ de politica Mimeo. Caracas, 1994.

12 Ministerio de Desarrollo Urbano. Op. ci!. Pág. ll-55. La vivienda progresiva enda progresiva es aquella
que cuenta con el espacio y servicios mini mas y que puede ser posteriromente ampliada por el propietario

13 El Consejo Nacional de la Vivienda define las soluciones habitacionales como "todas las modalidades de
atención a las necesidades familiares de todos los niveles socioeconómicos, por consiguiente, dentro de
este concepto se ubican tanto las viviendas completas, como los créditos para mejoramiento de viviendas
precarias, viviendas núcleo y ampliables, siempre que estas soluciones habitacionales puedan alcanzar, en
sus etapas finales, los estándares de tamaño, dotación de servicios, materiales de construcción y
equipamiento aceptables para una habitabilidad digna". Conavi, Plan quinquenal, op. cit.
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ción, pues "no existe un registro territorial
propiamente dicho, un registro inmobiliario
apropiado que v~a pegado con el registro
público,,14, lo cual afecta el desarrollo de
planes racionales de urbanización.

Otro factor que incide negativamente en
las políticas de vivienda es el de la multiplici­
dad de agentes que intervienen en el sector,
pues existen 6 entidades nacionales, 15 además
de agentes oficiales a nivel estadal y munici­
pal, algunos con competencias que se solapan
entre sí. El Conavi tiene a su cargo la consoli­
dación de "una estructura organizativa y fun­
cional del Sector Vivienda que armonice el
desempeño de los roles de cada uno de los

agentes ".16 Si bien se han producido algunos
avances en este sentido, todavía persiste la
duplicación de funciones, especialmente en­
tre las entidades nacionales y sus contrapartes
estadales y municipales.

Seguridad jurídica de la tenencia

El déficit habitacional confronta cada año
a un número creciente de familias con la in­

certidumbre de perder incluso la posibilidad
de permanecer en una vivienda alquilada o en
una precaria casa construida sobre un terreno

que puede estar ocioso por décadas, pero al
que de inmediato le surge dueño cuando se
produce la ocupación, lo cual desencadena el
generalmente violento procedimiento de de­
salojo, sin que las autoridades judiciales
tomen en cuenta el precepto constitucional
sobre la función social de la propiedad.

La falta de defmición sobre la titularidad

de tierras y construcciones afectó a lo largo
del período a centenares de familias. En el

sector Sierra III de Upata (Edo. Bolívar) la

incertidumbre por la indefinición para solven­
tar problemas de propiedad afectó por igual a
adjudicatarios y a ocupantes de un desarrollo

habitacional a car{!;odel Instituto de Vivienda
de dicha entidad. En las urbanizaciones Al­

tos de Lara y Altos del Brasil de Barquisimeto
(Edo. Lara), el Inavi construyó hace 20 años
varios lotes de viviendas, oportunamente can­
celadas por sus habitantes; sin embargo, des­
pués de dos décadas dicho organismo ha pre­
tendido cobrar el terreno por un precio cien
veces mayor al que tenía en el momento en
que se ejecutaron las construcciones, colo­
cando a los adjudicatarios en una situación de
incertidumbre, pues los montos exigidos por
el Inavi sobrepasan sus posiblidades de
pago. 18 Otra situación irregular se presentó en
Altos de La Venaga, un complejo residencial
de cuatro edificios y varios centenares de
casas ubicado en Maracaibo (Edo. Zulia); la
propiedad de las viviendas se encuentra en
disputa con una entidad fmanciera que re­
clama su devolución o la cancelación de las

viviendas a precios actuales, sin reconocer las
mejoras, bienhechurías y servicios públicos
cuyo desarrollo estuvo totalmente a cargo de
los vecinos.19

Los· desalojos siguen constituyendo mo­
tivo de preocupación, tanto por su cantidad,
como por la forma en que se realizan. En el
período cubierto por este Informe, Provea
tuvo conocimiento de que al menos unas
6.500 familias fueron afectadas por esta prác­
tica, la cual es frecuentemente acompañada
por acciones de fuerza ejecutadas por las
policías estadales y municipales o por la
Guardia Nacional (GN), quienes agreden fisi­
camente a los afectados, destruyen sus per-

14 FOSSI, Victor: Intervención en la sexta jornada técnica sobre la producción del suelo urbanizado, en
Alemo, op. cit. pág. 58.

15 Dichas entidades son: Mindur, Conavi, Inavi, Fondur, Fundabarrios Fundacomún y el Programa Nacional
de Vivienda Rural

16 Ministerio de dDesarrollo Urbano: Memoria y Cuenta. Op. cit. pág. 1-50.
17 Correo del Caroni, 06.03.96, pág. A-3.
18 El Informador, 21.03.96, pág. 7-B.
19 La Columna, 28.02.96, pág. 17.
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tenencias, disparan gases lacrimógeno s para
obligarlos a salir de las viviendas y cortan los
servicios de agua y electricidad, sin importar
la presencia de mujeres embarazadas, nifíos y
ancianos que generalmente son los más afec­
tados por tales agresiones.

Mercedes Gil, vicepresidenta del Movi­
miento Vecinal contra los Desalojos (Move­
code), una asociación civil creada en Chacao
(Caracas) en 1994, describe uno de los 1.300
casos de desalojo que afectaron a los inquili­
nos de Chacao en el primer trimestre de 1996
en los siguientes términos: "Estos desalojos
vienen desde hace cinco años, pero se han
intensificado en este último año, y en lo que va
del 96 la situación ha empeorado (...) Los
desalojos son lo más desagradable que le
puede suceder a unafamilia, porque general­
mente ocurren en horas de la madrugada y las
personas son tratadas de manera despótica,
sin importar niños y ancianos. Se ha dado el
caso, como el del edificio Imperial, donde una
inquilina fue desalojada después de vivir allí
32 años. A la señora Cayetana le dio un in-
fi· lJ 1·,,20arto, y ni por eso pararon e uesa oJo .

Una modalidad que cobra fuerza en varias
zonas de Caracas es la de venta del inmueble

(generalmente edificios construidos hace más
de 20 afíos) por el régimen de acciones, con
lo cual los propietarios logran evadir la legis­
lación sobre inquilinato, así como el pago de
impuestos. Según Movecode, al menos unos
10 edificios de Chacao han sido vendidos por
esta modalidad, cuya ilegalidad ha sido de­
nunciada ante los tribunales por el Síndico
Municipal de Chacao sin ningún éxito.

La mayoría de estos edificios son reacon­
dicionados para oficinas, en parte porque se
encuentran ubicados en zonas comerciales de

fácil acceso y en parte por la falta de incen­
tivos y facilidades para realizar operaciones
de compra venta para viviendas.
20 El Nuevo País, 16.02.96, pág. 18.
21 El Nacional, 26 y 27.04.96, págs. A-I y A-4.
22 El Uníversal, 01.03.96, pág. 2-24.
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Otras razones con las que frecuentemente
se pretenden justificar los desalojos son el
embellecimiento de las ciudades, la seguridad
colectiva y la construcción de obras de viali­
dad o de interés social.

El 26.04.96, el diario El Nacional abrió su
edición con una foto en primera página en la
que se resefíaba la situación de una de las
miles de familias "sin techo" que deambulan
por Caracas. Se trataba de un hombre, su
compafíera discapacitada y su hija, quienes
improvisaron vivienda bajo un puente en la
zona de Parque Central (un lugar en el que se
concentran numerosas oficinas públicas,
hoteles de primera y los centros culturales más
importantes del país). No habían transcurrido
tres horas del inicio de la circulación del diario

cuando 6 agentes de la Policía Metropolitana
(PM) acudieron al lugar y forzaron a la familia
a salir, según testigos, bajo amenaza de
muerte. Los titulares de la Gobernación, de la
Alcaldía y de la PM negaron su responsabili­
dad en cuanto a la orden de desalojo, pero
tampoco ofrecieron solución alguna al caso.21

En marzo de 1996 las autoridades del Ins­

tituto Autónomo Aeropuerto Internacional de
Maiquetía (IAAIM), anunciaron que serían
desalojadas unas 400 familias del sector de
Mare Abajo (Distrito Federal) por encontrarse
en la zona de seguridad del aeropuerto. No
obstante, las familias rechazan el desalojo pues
alegan que Mare Abajo es un asentamiento del
siglo XIX y éstas habitaban esta zona mucho
antes de que se iniciara la construcción del
aeropuerto hace más de 60 afíos.22

En Cabudare (Edo. Lara), 120 familias
fueron desalojadas del sector Los Naranjos
donde residían desde hace 8 afíos; el alcalde
ofreció reubicarlos en otro lugar, pero los
afectados rechazaron la propuesta, pues los
terrenos de reubicación se encuentran en una

zona agrícola, lo cual podría generar tensio-
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nes con los productores agrarios de la región.
Una vez ejecutada la medida de desalojo, con
fuerte presencia de la GN y el aval de una juez
de municipio, el alcalde anunció que solicitaría
la expropiación del terreno para construir un
mercado municipal; al cierre de este Informe
las 120 familias no han sido reubicadas.23

Otra población que se encuentra ame­
nazada con el desalojo es la de los sectores de
Macayapa, Los Frailes, Manicomio, Lídice,
Puerta de Caracas, Catuche y Av. Baralt en
Caracas, a causa de la extensión de las obras

de vialidad de la Av. Boyacá; unas 2.000
familias se verían afectadas por la medida.24
Curiosamente, una de las comunidades que
podría ser desalojada es la del Consorcio Ca­
tuche, la cual fue seleccionada por las Nacio­
nes Unidas como una de las cien experiencias
innovadoras para ser presentadas en la cum­
bre de vivienda Hábitat II.25

El problema de los desalojos ha experi­
mentado un repunte desde abril de 1996,
cuando el Consejo. de la Judicatura (CJ)
emitió una resolución según la cual los
juicios de inquilinato pasan, en su totalidad,
a ser competencia de los tribunales de par­
roquia, independientemente de la cuantía,
acortando los lapsos procesales de tal forma
que se afecta el derecho a la defensa de los
inquilinos; la resolución elimina además la
apelación ante la Corte Suprema de Justicia.
Según la Asociación Metropolitana de In­
quilinos, este cambio afecta la seguridad
jurídica de quienes viven bajo régimen in­
quilinario, que totalizan a nivel nacional
unas 2.568.000 familias.26

La inseguridad jurídica afecta igualmente
a los propietarios que arriendan inmuebles.

De acuerdo con la Cámara Venezolana de

Administradores de Inmuebles, más de 300

mil viviendas permanecen cerradas debido a
que sus propietarios no desean correr el riesgo
de colocarlas en alquiler, en un régimen que
no les brinda las garantías necesarias a causa

de "las ¡,enurias de una legislación ob­
saleta"? La legislación vigente -que data de
1947, es decir, antes de que se produjera la
gran migración del campo a las ciudades- en
defmitiva, ni protege efectivamente al inqui­
lino, ni estimula al arrendador. Tanto las or­

ganizaciones sociales que representan a los
inquilinos como los gremios inmobiliarios,
manifestaron su acuerdo en tomo a la necesi­

dad de modificar la Ley de Inquilinato, en una
reunión sostenida en el despacho de Fomento;
sin embargo, la ausencia de los representantes
del Poder Legislativo en esta reunión -a la cual

fueron invitados- hace temer por la viabilidad
de este proyecto de reforma a corto plazo, pese
a haber sido calificado como materia priori­
taria por el Ejecutivo.

Disponibilidad de servicios,
materiales, facilidades e
infraestructura

Como bien lo ha indicado el Comité de

Derechos Económicos, Sociales y Culturales
de la Organización de Naciones Unidas
(ONU), la vivienda no puede equipararse
"con el cobijo que resulta del mero hecho de
tener un tejado encima de la cabeza,,?8 En
efecto, para que una vivienda se considere
adecuada debe contar con todos los servicios

y facilidades que aseguren a sus habitantes
una existencia digna. De acuerdo con cifras de
la Facultad de Arquitectura y Urbanismo de

23 El Impulso, 06.06.96, pág. D-2; 07,06.96" pág. D-2 Y 22.7.96, pág. D-7.
24 El Universal, 03.03.96, pág. 2-18; 11.06.96, pág. 2-22; 02.07.96, pág. 2-13; 03.07.96, pág. 1-14; El

Nacional, 21.05.96, pág. C-2.
25 Al final de este mismo capítulo se presenta una resefia de Hábitat n.
26 El Nacional, 15.07.96, pág. E-I; El Globo, 11.05.96, pág. 9; El Universal, 19.06.96, pág. 2-26.
27 Economia Hoy, 28.02.96, pág. 10.
28 COMITE DE DERECHOS ECONOMICOS, SOCIALES y CULTURALES: Observación General N° 4

(1991). El Derecho a una vivienda adecuada. E/1991/23. Párrafo 7.
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la Universidead Central de Venezuela (UCV),
tan solo el 50,6% de las viviendas de Vene­
zuela tienen acceso a un mínimo de tres serv­

icios básicos, pese a que más del 70% son
construcciones permanentes edificadas con
materiales adecuados.29

Según Mindur, debe reconocerse "...el
derecho que tiene el ciudadano de la ciudad
informal, de integrarse a la gran ciudad. Por
lo que debemos descartar la tesis que es­
tablece, como única manera de atender los

asentamientos no controlados, el arrase y reu­
bicación de las barriadas, ya que éstas son una
realidad donde el 60% de los venezolanos han

efectuado inversiones de su propio peculio,
demostrando que son capaces de construir dos
veces y media más viviendas que la actividad
formal ".30

En atención a este enfoque, el 29.06.94,
mediante decreto presidencial N° 246, se crea
la Fundación para el Equipamiento de Barrios
(Fundabarrios). En 1995 esta entidad realizó
10 obras de desarrollo urbanístico en barria­

das, que beneficiaron a unas 40 mil familias3!.
La iniciativa parte de la base del recono­
cimiento de los asentamientos no controlados

como una realidad social que ha dejado de
tener rasgos provisionales para convertirse en
un fenómeno urbano con carácter de perma­
nencia. Sin embargo, el programa ha estado
marcado por las limitaciones. Además de una
caída de más del 50% en las asignaciones
presupuestarias provenientes de Mindur para
gastos administrativos entre 1995 y 1996,
cabe sefialar que los fondos asignados por el
Inavi para cuenta de capital pasaron de 9 mil
millones en 1995 a 10 mil millones en 1996,32
lo cual supone una reducción neta de los re­
cursos destinados a inversión, si se toma en

Derechos Económicos, Sociales y Culturales

cuenta el elemento inflacionario, por lo que
los recursos resultan insuficientes para aten­
der a las necesidades de dotación de servicios

y reacondicionamiento de viviendas en los
asentamientos urbanos no controlados.

Finalmente, es pertinente recordar que,
pese a que los asentamientos no controlados
han adquirido carácter de permanencia, su
existencia sigue siendo negada de diversas
formas. Es así que en los mapas oficiales de
las ciudades no aparecen la mayoría de los
barrios; las tierras sobre las que reposan
estos asentamiento s no se entregan a sus
habitantes y los programas de equipamiento
son puntuales.

La provisionalidad con la que se atienden
los problemas de los barrios fue descrita elo­
cuentemente por la arquitecta Beatriz Somes
en los siguientes términos: "... yo voy y de­
tecto que en el barrio 'A ' hacenfalta 5metros
de cloacas y se las coloco, y en el barrio 'B'
necesitan tres mejoramientos de viviendas y
se las doy, yen el 'C' necesitan 50 metros de
cables eléctricos y se los meto, y en el otro
construyo una escalera (..) Por supuesto que
hay grandes inversiones en los barrios, pero
ninguna de ellas ha significado que se revier­
tan las condiciones de habitabilidad de esos

barrios ". Según Somes, esto se debe a que
"...es muy dificil que la detección integral del

problema y la especificidad de la elaboración
de proyectos concretos para una atención tan
compleja como es la de los barrios pueda ha­
cerse desde el nivel central; la distancia que
existe desde un organismo de carácter nacional
con la problemática de una comunidad
especifica en cualquier sitio del territorio na­
cional es tan grande que desvirtúa incluso hasta
la propia elaboración de los proyectos ".33

29 El Universal, 30.05.96, pág. 2-17.
30 GONZÁLEZ ESPINOZA, Francisco: Palabras de Instalación del III Encuentro Nacional de la Vivienda, en

Vivienda 95. Alemo. Caracas, s/f. pág. 10.
3! Ministerio de Desarrollo Urbano: Op. cit. s/p.

32 Datos suministrados a Provea por la División Administrativa de Fundabarrios, septiembre de 1996.
33 SORNES, Beatriz, Intervención en la quinta jornada técnica sobre la vivienda popular y su construcción,

en Alemo, op. cit. Pág. 50.
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La realidad descrita se refleja con mayor
fuerza en el caso de numerosos asentamiento s

barriales en los que no se ha defmido la titu­
laridad de la tierra y, por tanto, las autoridades
locales no facilitan el proceso de dotación de
servicios, tal como sucedió en este período
con las comunidades de Barrio Obrero (Edo.
Anzoátegui), Paulo VI (Caracas), San Diego
(Edo. Carabobo) y San Josecito (San Cris­
tóbal, Edo. Táchira).

Gastos soportables

Para que la carga del pago por concepto de
vivienda resulte soportable, la misma no debe
exceder el 30% del ingreso familiar. Por otra
parte, el Comité de Derechos Económicos,
Sociales y Culturales de la ONU ha esta­
blecido, entre las responsabilidades estatales
para facilitar un gasto soportable, la necesidad
de que los estados tomen medidas para evitar
las alzas desmedidas de los alquileres y de las
tasas de interés, así como la puesta en práctica
de mecanismos de subsidio para la adquisi­

ción de viviendas por parte de las familias de. 34
menores mgresos.

El mecanismo que podría facilitar la
adquisición, mejoramiento o ampliación de
vivienda en Venezuela lo constituye princi­
palmente la LPH. En el período cubierto por
este Informe se produjeron tres ajustes en los
topes de precios de viviendas fmanciables por
este mecanismo,35 resultando en una duplica­
ción de los topes como se observa en el Anexo
N° 16, de tal manera que, por ejemplo, una
vivienda del Área de Asistencia I cuyo costo
estaba calculado en octubre de 1995 en 150

salarios mínimos, en agosto de 1996 tiene un
nuevo tope de costo estipulado en 300 salarios.

Los cambios de los topes de la LPH bus­
can adecuar este mecanismo a la situación

inflacionaria, en función del incremento de
los costos de los materiales de construcción.

Sin embargo, el impacto inflacionario en la
construcción es muy superior a los ajustes
salariales, por lo que tiende a aumentarse la
brecha existente entre el ingreso familiar y el
costo de la vivienda. Esto hace que se desplace
"la demanda de la vivienda hacia niveles

superiores a 8 salarios mínimos y deja un
sector de la población, digamos entre 3 y 8
salarios mínimos, que no hay cómo atender
por efecto de la inflación o de la tasa de
interés alta ".36

Adicionalmente, el funcionamiento ade­
cuado de la LPH se ve obstaculizado por la
mora de los empleadores, la cual se estimaba
a comienzos de 1996 en el orden de los 7 mil

millones de bolívares, lo cual equivale a un
12,5% del total de recursos captados por la vía
del ahorro habitacional. Por tal motivo, el

Presidente de la Central Hipotecaria afirmó
que "se está robando a los ahorristas cuando
los organismos privados y públicos le des­
cuentan el ahorro habitacional y luego no lo

enteran al Conavi, porque sus recursos no se
usan y se descapitalizan ,,37y advirtió que con
el ahorro habitacional se está comenzando a

producir un proceso de descapitalización simi­
lar a la que se produjo con el Fondo de Pensio­
nes y Jubilaciones del Instituto Venezolano de
los Seguros Sociales (IVSS).

Según cálculos de la Cámara Inmobiliaria
de Venezuela, en el primer trimestre de 1996
se produjo una caída del 10% en la venta de
viviendas, a causa del debilitado poder adqui­

sitivo de la población. Por su parte, la repre­
sentante de la Cámara en el Edo. Carabobo

calificó como "desaforada" la exigencia de un
ingreso familiar de 350 mil bolívares para
acceder a un crédito habitacional, pues esos

34 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Op. Cit. Párrafo 8.
35 Los ajustes se produjeron en octubre de 1995, marzo y agosto de 1996.
36 CILENTO, Alfredo: Intervención en la quinta jornada técnica sobre la vivienda popular y su construcción,

en Alemo, op. cit. pág. 52.
37 El Universal, 20.02.96, pág. 2-1.
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ingresos no se corresponden con la realidad
de la gran mayoría de las familias del país, lo

que convertiría a la vivienda "en priVile¡io de
algunos y no en necesidad de todos". 3

En defmitiva, la LPH, como mecanismo
destinado a facilitar el acceso a la vivienda,

"no ha cumplido con sus metas y tamlfc0cocon
las aspiraciones de los ahorristas". 9 En los
primeros cinco años de funcionamiento, la
LPH ha fmanciado 320 mil soluciones habi­

tacionales, lo cual resulta en un promedio de
64 mil soluciones por año, cifra que dista
mucho de satisfacer los requerimientos habi­
tacionales, especialmente si se toma en cuenta
que en esta cantidad se incluyen obras de
dotación de servicios distorsionando los re­

gistros estadísticos sobre los logros en materia
de vivienda.

Frente al alcance limitado de la LPH, en
marzo de 1996 las principales centrales
obreras del país llamaron a los trabajadores a
no cancelar el ahorro habitacional hasta tanto

se promueva de manera efectiva la construc­
ción de viviendas de interés social. Si bien la

propuesta no se concretó, constituyó la
primera expresión de descontento por parte de
un sector organizado de la sociedad ante lo
que se percibe como un mecanismo poco efi­
caz para brindar soluciones tangibles al
problema de la vivienda.

La creciente sensación de frustración

frente a los limitados logros de la LPH,
llevaron al sector empresarial a proponer a
fines de 1995 un mecanismo mediante el

cual se paguen las prestaciones sociales con
bonos para la adquisición de viviendas,
especialmente en lo que respecta a traba­
jadores del sector público. El mecanismo
busca, fundamentalmente, estimular la de­
manda de vivienda, lo cual a su vez, según los
promotores de la idea, estimularía la oferta,

Derechos Económicos, Sociales y Culturales

creando una situación más balanceada en el

mercado. La propuesta contó con la acogida
favorable del sector sindical y de la banca
multilateral. Los detalles de esta fórmula to­

davía se desconocen, por lo que resulta prema­
turo ponderar su viabilidad y su adecuación a
principios de derechos humanos.

La propuesta de prestaciones por vivien­
da, según sus promotores, ha funcionado con
éxito en Chile, país en el cual el 40% de la
construcción se soporta en los fondos de pen­
sión. Las profundas reservas que merece el
"milagro chileno" desde una perspectiva de
derechos humanos, obligan entonces a obser­
var esta propuesta con cautela.

En lo que se refiere a créditos hipotecarios,
la situación no es más alentadora, pues la
cuota mensual para cancelar un crédito de 4
millones de bolívares con una tasa del 42% se
encuentra en el orden de los 140 mil bolívares

mensuales, o lo que es lo mismo a 9,3 salarios
mínimos, lo que requeriría un ingreso familiar
global de 28 salarios mínimos por mes. A
fmales de 1995 se produjeron nuevos ajustes
a la tasa de interés de la deuda hipotecaria,
elevándola al 46%, medida que afectaba a
unas 20 mil familias, muchas de las cuales han
optado por cancelar cuanto antes los créditos
pendientes, quedando en la actualidad unas 9
mil familias con préstamos hipotecarios.

La tendencia, según representantes de
Central Hipotecaria, es a la desaplicación de
la Ley de Protección al Deudor Hipotecario
(LPDH), ya que el número de personas que
acuden a este mecanismo es prácticamente
residual.40 Aún así, el movimiento de
deudores hipotecarios acudió a la Corte Su­
prema de Justicia en mayo de 1996 con el
objeto de demandar la intervención del Ejecu­
tivo para adquirir la cartera crediticia, tal
como lo establece el artículo 6 de la LPDH.

38 El Carabobeilo, 09.04.96, pág. C-3.
39 CAMACHO, Oscar OjiIltO: IIltervención eIl la segunda jornada técnica sobre la Ley de Política

Habitacional, en Alemo, op. cit. pág. 20.
40 Información suministrada a Provea por represeIltaIltes de Central Hipotecaria en septiembre de 1996.
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En materia de alquileres, los gastos de
vivienda siguen tendiendo al aumento. Según
la Asociación Metropolitana de Inquilinos,

los cánones de arr&damiento han eX}¡erimen­
tado incrementos de.~asta un 800%, 1 lo cual
agudiza los desalojosy la inseguridad jurídica
de los inquilinos. Ellfionto de los arriendos
actualmente oscila entre los 450 y los 3 mil 400
bolívares por metro cuadrado, por lo que el
alquiler de una vivienda de unos 60 metros
estaría entre 2 y 14 salarios minimos mensu­
ales; si se sigue el criterio de 30% del ingreso
familiar destinado a vivienda, esto supondría
que para acceder a la vivienda más modesta,
una familia debe contar con ingresos mensu­
ales de 6 salarios minimos, equivalente a 90
mil bolívares mensuales, lo cual está muy por
encima de los ingresos reales de las familias en
estado de pobreza, las cuales, solo en alimen­
tación, están invirtiendo más del 70% de sus
ingresos mensuales. En el caso de la clase

media, ésta debería contar con ingresos men­
suales de al menos 24 salarios mínimos para
poder acceder a una vivienda en alquiler.

Condiciones de habitabilidad

Para que una vivienda se considere habi­
table debe, en primer término, contar con el

espacio adecuado para sus ocupantes.42 La
dificultad de acceder a una vivienda constituye
uno de los factores que incide en el haci­
namiento y, por ende, en la creciente ausencia
de espacios adecuados para sus habitantes.

Un aspecto más preocupante en lo que se
refiere a la superficie y espacio de las viviendas
está siendo generado por las políticas oficiales
de construcción. En declaraciones a los medios
de comunicación el Presidente dellnavi cali­

ficó como "bastante ambiciosos" los proyec-

tos habitacionales propuestos por profesion­
ales que esperan contar con Una superficie de
60 metros cuadrados para su vivienda; indicó
el funcionario que en esos casos el instituto a
su cargo ha logrado reducir los proyectos a un
área de construcción de 30 metros.43 Igual­
mente, el Inavi, mediante el Programa de
Nuevas Soluciones anunció que esperaba con­
struir unas 13 mil unidades bajo el Área de
Asistencia I con superficies de entre 27 y 32
metros cuadrados. Estas declaraciones con­
trastan con las conclusiones del encuentro de

la Coordinadora de Organizaciones no Guber­
namentales de Vivienda (Congvivienda) cele­
brado en marzo de 1996, donde las ONGs

subrayaron que "no se debe congelar la po­
breza con los escasos metros de la vivienda;

aquí influye el diseño, el urbanismo, los serv-
., 1 -1 '-1d ' 1 t ,,44lCIOS,a uenslua , areas comuna es, e c.

La reducción de la superficie de la vivienda
a su mínima expresión es contraria a los prin­
cipios que rigen el derecho a una vivienda
adecuada, ya que el Comité de Derechos
Económicos, Sociales y Culturales ha estipu­
lado que la vivienda para una familia promedio
de 5 personas debe tener una superficie que
oscile entre los 36 y los 42 metros cuadrados.45
Cabe destacar que los desarrollos habitacionales
ejecutados por Fundabarrios cuentan con una
superficie promedio de 43 metros cuadrados.

Un segundo factor que incide en la habi­
tabilidad está relacionado con la seguridad
física de la construcción. La falta de vivienda
lleva a muchas familias a construir en zonas

inestables, por lo que cada año las lluvias y la
falta de canalización de aguas servidas gen­
eran millares de damnificados por desli­
zamientos de terrenos y destrucción de vivi­
endas en todo el país. Al respecto, se estima

41 El Universal, 02.11.95, pág. 2-24.
42 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Op. cit. párrafo 8.
43 El Nuevo País, 07.06.96, pág. 7.
44 Coordinadora de Organizaciones No Gubernamentales de Vivienda. Op. cit. pág. 89.
45 COMITE DE DERECHOS ECONÓMICOS, SOCIALES Y CUL rURALES: Informe de la misión de

asistencia técnica a Panamá (16 - 22 de abril de 1995). E/C.12/l995/8, 20.06.95. Párrafo 79.v.
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